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TEXTO APROBADO, EN LA SESIÓN 
ORDINARIA DE LA COMISIÓN QUINTA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE 
LA CÁMARA DE REPRESENTANTES 

EL DÍA 28 DE NOVIEMBRE DE 2017 AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 110 DE 2017 

CÁMARA

por medio de la cual se regula y prohíbe el ingreso, 
comercialización y uso de bolsas y otros materiales 
plásticos en el departamento Archipiélago de San 

Andrés, Providencia y Santa Catalina e Islas menores 
que lo componen, y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente 
ley busca establecer medidas de reducción del 
impacto ambiental producido por el ingreso, 
comercialización y uso de algunos materiales 
plásticos en el departamento Archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina.

Artículo 2°. Prohibición. Se prohíbe el ingreso, 
comercialización y uso de bolsas plásticas que se 
utilizan para la disposición y transporte de objetos 
y mercancías en establecimientos comerciales, 
platos, pitillos y vasos de plástico y/o icopor en 
el departamento Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina.

Artículo 3°. Excepciones. Se exceptúan de la 
prohibición contemplada en esta ley las bolsas 

los residuos sólidos y hospitalarios, las que se 
utilicen para el procesamiento y presentación para 
su comercialización de productos alimenticios 
elaborados en el departamento Archipiélago o 
introducidos en él, así como los utilizados para 

T E X T O S  D E  C O M I S I Ó N

el empaque de ropa, lencería, licores, perfumería, 
cosméticos y medicamentos.

Parágrafo. Igualmente se exceptúa de la 
aplicación de esta ley las bolsas, platos y vasos de 
plástico que sean reutilizables.

Artículo 4°. Incentivos. Como estímulo 
a la prohibición ordenada en esta ley, los 
establecimientos de comercio podrán cobrar por 
la utilización de bolsas de papel o de material 
reutilizable, valor que deberá ser establecido 
anualmente mediante resolución por la 
Corporación para el Desarrollo Sostenible del 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina (Coralina).

Artículo 5°. Transición. Se establece un 
término de seis meses a partir de la promulgación 
de la presente ley para que se implemente en su 
totalidad.

Artículo 6°. Campañas pedagógicas. La 
Corporación para el Desarrollo Sostenible del 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, junto con el departamento Archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, 
liderarán el desarrollo de campañas pedagógicas 
que impliquen crear conciencia ambiental sobre 
las consecuencias del ingreso, comercialización 
y uso del plástico en la reserva de la biosfera 

Artículo 7°. Sanciones. Los productores, 
distribuidores y demás personas jurídicas o 
naturales que comercialicen y usen bolsas, 
platos, pitillos y vasos de plástico y/o icopor en 
el departamento Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina serán sancionados 
conforme lo determine la Corporación para el 
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Desarrollo Sostenible del Archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina (Coralina).

La Corporación en mención deberá regular 
e implementar las sanciones pertinentes acorde 
con los principios de gradualidad y gravedad del 
hecho.

Las sanciones impuestas deberán comprender 
como mínimo un componente económico y de 
responsabilidad social ambiental que implique 
actividades de limpieza y preservación del medio 
ambiente en el Departamento Archipiélago.

Artículo 8°. Sistema de seguimiento, monitoreo, 
control, evaluación y vigilancia. La Corporación 
para el Desarrollo Sostenible del Archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina 
(Coralina), junto con el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible y el Instituto de 
Investigaciones Marinas y Costeras “José Benito 
Vives de Andréis” (Invernar) deberán diseñar 
e implementar un sistema de seguimiento, 
monitoreo, control, evaluación y vigilancia del 
cumplimiento de esta ley.

Parágrafo. Para efectos de control y vigilancia, 
la Policía Nacional, la Armada Nacional y la 
autoridad migratoria en las terminales aéreas y 
marítimas, dentro de su jurisdicción y competencia, 
se encargarán de velar por el cumplimiento de la 
presente ley.

Artículo 9°. Vigencias y derogatorias. La 
presente ley rige a partir de su promulgación y 
deroga cualquier norma que le sea contraria.

De los honorables Representantes.
Cordial saludo,

La relación completa de la aprobación en 
primer debate del Proyecto de ley consta en el 
Acta número 016 correspondiente a la sesión 
realizada el día 28 de noviembre de 2017.

T E X T O S  D E  P L E N A R I A

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE ACTO 

LEGISLATIVO NÚMERO 265 DE 2017 
CÁMARA, 13 DE 2017 SENADO

186, 234 y 235 de la Constitución Política y se 
implementan el derecho a la doble instancia y a 
impugnar la primera sentencia condenatoria – 

segunda vuelta.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Adicionar el artículo 186 de la 

Constitución Política, el cual quedará así:
Artículo 186. De los delitos que cometan 

los congresistas, conocerá en forma privativa la 
Corte Suprema de Justicia, única autoridad que 

delito deberán ser aprehendidos y puestos 
inmediatamente a disposición de la misma 
corporación.

Corresponderá a la Sala Especial de Instrucción 
de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia 
investigar y acusar ante la Sala Especial de Primera 
Instancia de la misma Sala Penal a los miembros 
del Congreso por los delitos cometidos.

Especial de Primera Instancia de la Sala Penal de 
la Corte Suprema de Justicia procederá el recurso 
de apelación. Su conocimiento corresponderá a la 
Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
Justicia.

La primera condena podrá ser impugnada.
Artículo 2º. Adicionar el artículo 234 de la 

Constitución Política, el cual quedará así:
Artículo 234. La Corte Suprema de Justicia es 

el máximo Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria y 
se compondrá del número impar de Magistrados 
que determine la ley. Esta dividirá la Corte en 
Salas y Salas Especiales, señalará a cada una de 
ellas los asuntos que deba conocer separadamente 
y determinará aquellos en que deba intervenir la 
Corte en pleno.

En el caso de los aforados constitucionales, 
la Sala de Casación Penal y las Salas Especiales 
garantizarán la separación de la instrucción y el 
juzgamiento, la doble instancia de la sentencia y el 
derecho a la impugnación de la primera condena.

La Sala Especial de Instrucción estará integrada 
por seis (6) Magistrados y la Sala Especial de 
Primera Instancia por tres (3) Magistrados.

Los miembros de estas Salas Especiales deberán 
cumplir los requisitos para ser Magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia. Se le aplicará el mismo 
régimen para su elección y periodo.

Los Magistrados de las Salas Especiales 
solo tendrán competencia para conocer de 
manera exclusiva de los asuntos de instrucción 
y juzgamiento en primera instancia en las 
condiciones que lo establezca la ley.

El reglamento de la Corte Suprema de 
Justicia no podrá asignar a las Salas Especiales 



GACETA DEL CONGRESO  13 Miércoles, 31 de enero de 2018 Página 3

el conocimiento y la decisión de los asuntos que 
correspondan a la Sala de Casación Penal.

Los magistrados de las Salas Especiales no 
podrán conocer de asuntos administrativos, ni 
electorales de la Corte Suprema de Justicia ni 
harán parte de la Sala Plena.

Parágrafo. Los aforados constitucionales del 
artículo 174 de la Constitución Política tienen 
derecho de impugnación y doble instancia 
conforme lo señale la ley.

Artículo 3°.
Constitución Política, el cual quedará así:

Artículo 235. Son atribuciones de la Corte 
Suprema de Justicia:

1.  Actuar como tribunal de casación.
2.  Conocer del derecho de impugnación y del 

recurso de apelación en materia penal, conforme 
lo determine la ley.

3.  Juzgar al Presidente de la República, o a 
quien haga sus veces y a los altos funcionarios de 
que trata el artículo 174, previo el procedimiento 
establecido [en los numerales 2 y 3 del] artículo 175 
de la Constitución Política, por cualquier conducta 
punible que se les impute. Para estos juicios la 
Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará 
conformada además por Salas Especiales que 
garanticen el derecho de impugnación y la doble 
instancia.

4.  Investigar y juzgar a los miembros del 
Congreso.

5.  Juzgar, a través de la Sala Especial de 
Primera Instancia, de la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, previa acusación del Fiscal 

la Nación, o de sus delegados de la unidad de 

Vicepresidente de la República, a los Ministros 
del Despacho, al Procurador General, al Defensor 
del Pueblo, a los Agentes del Ministerio Público 
ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante 
los Tribunales, Directores de los Departamentos 
Administrativos, al Contralor General de la 
República, a los Embajadores y jefe de misión 
diplomática o consular, a los Gobernadores, a los 
Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos 
punibles que se les imputen.

6.  Resolver, a través de la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia, los  
recursos de apelación que se interpongan contra 
las decisiones proferidas por la Sala Especial de 
Primera Instancia de la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia. 

7.  Resolver, a través de una Sala integrada 
por tres Magistrados de la Sala de Casación Penal 
de la Corte Suprema de Justicia y que no hayan 
participado en la decisión, conforme lo determine 
la ley, la solicitud de doble conformidad judicial 
de la primera condena de la sentencia proferida 

por los restantes Magistrados de dicha Sala en los 

6 del presente artículo o de los fallos que en esas 

Militares.
8.  Conocer de todos los negocios contenciosos 

de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la nación, en los casos previstos por 
el Derecho Internacional.

9.  Darse su propio reglamento.
10.  Las demás atribuciones que señale la ley.
Parágrafo. Cuando los funcionarios antes 

enunciados hubieren cesado en el ejercicio de 
su cargo, el fuero solo se mantendrá para las 
conductas punibles que tengan relación con las 
funciones desempeñadas.

Artículo 4°. El presente acto legislativo rige 
a partir de la fecha de su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 13 de 2017
En Sesión Plenaria del día 13 de diciembre de 

2017, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Proyecto de Acto 

Legislativo número 265 de 2017 Cámara, 013 
de 2017 Senado, 
los artículos 186, 234 y 235 de la Constitución 
Política y se implementan el derecho a la doble 
instancia y a impugnar la primera sentencia 
condenatoria (segunda vuelta). El Proyecto 
de Acto Legislativo en mención se aprobó con 

las mayorías exigidas en la Constitución y la ley. 

Legislativo siga su curso legal y reglamentario y de 
esta manera dar cumplimiento con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el acta de Sesión 
Plenaria número 273 de diciembre 13 de 2017, 
previo su anuncio en Sesión del día 12 de diciembre 
de 2017 correspondiente al Acta número 272.
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 068 DE 2016 CÁMARA

por medio de la cual se crean medidas para 
fomentar la reforestación no comercial y se 

dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Todo propietario de predios rurales 

destinados al uso agropecuario con una extensión 
superior a una (1) unidad agrícola familiar, cuyas 
pendientes estén entre veinticinco por ciento (25%) 
y cincuenta por ciento (50%), tiene la obligación 
de destinar por lo menos el cinco por ciento (5%) 
de su terreno para reforestar con especies nativas.

En los territorios pertenecientes a la región 
amazónica colombiana el porcentaje del predio 
destinado a la reforestación debe ser equivalente 
al 10% del tamaño del predio.  

Artículo 2°. Todo propietario de predios rurales 
destinados al uso agropecuario, con una extensión 
superior a cincuenta (50) hectáreas, tiene la 
obligación de destinar como mínimo el diez por 
ciento (10%) de su terreno para reforestar con 
especies nativas.

En predios en donde se encuentren áreas de 
sabanas inundables y ecosistemas desérticos; 
estas áreas no serán contabilizadas como base 
para determinar el porcentaje de reforestación 
protectora que deba realizarse y tampoco podrá 
realizarse ningún tipo de reforestación con 
especies foráneas.

En los territorios pertenecientes a la región 
amazónica colombiana, los predios destinados al 
uso pecuario que tengan una extensión de por lo 
menos veinte hectáreas (20) tendrán la obligación 
de destinar como mínimo el veinte por ciento 
(20%) del tamaño del predio para reforestar con 
especies nativas. 

Parágrafo. En el evento en que el propietario del 
predio cuente con relictos boscosos o bosques de 
galería que cubran el porcentaje exigido, no estará 
obligado a realizar nuevas reforestaciones; en 
caso contrario, deberá reforestar hasta completar 
el porcentaje exigido y conservar el mismo.

Artículo 3°. Aquellos predios rurales que 
cuenten con fuentes de aguas naturales de 

servidumbre mediante la conservación del bosque 
de galería, si este existiese, o mediante un plan de 
regevetalización con especies nativas previamente 
aprobado por el Ministerio de Agricultura, 
Ministerio de Ambiente o las Corporaciones 
Autónomas Regionales.

Parágrafo. De conformidad con las competencias 
constitucionales y legales corresponderá a 
las Corporaciones Autónomas Regionales la 

dirigida a proyectos de reforestación con especies 
nativas.

Artículo 4°. Las entidades territoriales 
podrán reconocer los incentivos dispuestos en 
el Título III del Decreto número 0953 de 2013, 
a los propietarios de predios rurales como los 
consagrados en los artículos 1° y 2° de la presente 
ley y que estén ubicados en áreas de importancia 
estratégica.

En el mismo sentido, los municipios a 
través de sus Concejos y de conformidad con 
sus competencias constitucionales y legales 
podrán mediante acuerdos, otorgar descuentos, 
exenciones, o una combinación de estas 
modalidades a los contribuyentes del Impuesto 

partes del área de su propiedad rural para la 
restauración medioambiental. Los mecanismos y 
montos tarifarios objetos de ese incentivo serán 

Municipales.

comerciales deberá realizarse de conformidad 
con el presupuesto y herramientas con las que 
cuente cada propietario de predios rurales de 
acuerdo con los lineamientos establecidos 
por el Ministerio de Ambiente a través de las 
Corporaciones Autónomas Regionales y de la 
Unidad de Adecuación de Tierras del Ministerio 
de Agricultura para el efecto.

Artículo 6°. Los propietarios de predios 
rurales que incumplan lo previsto en los artículos 
precedentes estarán sujetos a las sanciones 
establecidas en el numeral 1 del artículo 40 de 
la Ley 1333 de 2009. El Ministerio de Ambiente 
y las autoridades ambientales competentes 
reglamentarán el procedimiento para la imposición 
de las mismas.

Artículo 7°. El Gobierno nacional reglamentará 
lo respectivo para el cumplimiento de lo expuesto 
en la presente ley en un plazo máximo de un año.

Artículo 8°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir del momento de su promulgación y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 19 de 2017
En Sesión Plenaria del día 12 de diciembre de 

2017 fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Proyecto de ley 

número 068 de 2016 Cámara, por medio de la cual 
se crean medidas para fomentar la reforestación 
no comercial y se dictan otras disposiciones” Esto 

su curso legal y reglamentario y de esta manera 
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dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 
182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el acta de Sesión 
Plenaria número 272 de diciembre 12 de 2017, 
previo su anuncio en la Sesión del día 6 diciembre 
de los corrientes, correspondiente al Acta número 
271.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY N° 104 

DE 2017 CÁMARA
por medio de la cual se convierte en política 

de Estado el Fondo Álvaro Ulcué Chocué para 
la Promoción de la Educación Superior de los 
Miembros de las Comunidades Indígenas, y se 

dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Naturaleza: Conviértase el 

Fondo Álvaro Ulcué Chocué en política pública 
de Estado para la promoción de la educación 
superior de los miembros de las comunidades 
indígenas, y como fondo vinculado al Ministerio 
de Educación Nacional, administrado por el 
Instituto Colombiano de Crédito Educativo y 
Estudios Técnicos en el Exterior (Icetex).

Artículo 2°. Objeto. El Fondo Álvaro Ulcué 
Chocué tiene por objeto otorgar créditos de carácter 
condonable en las comunidades indígenas del país 
para realizar estudios de educación superior a nivel 
de pregrado (técnico, tecnológico y universitario) 
y para posgrado a nivel semipresencial, presencial 
(especialización, maestría y doctorado).

Artículo 3°. El Gobierno nacional reglamentará 
en concertación con las organizaciones con 
asiento en la Mesa Permanente de Concertación 
(MPC), los cabildos universitarios y la Red 
CIU, las condiciones de acceso a los créditos 
del Fondo y garantizará anualmente los recursos 
para el mantenimiento del mismo, observando en 
todo caso, principios presupuestales como el de 
programación integral de manera que se aseguren 
y reconozcan al Icetex como administrador del 
fondo, los costos que demande para su operación 
y ejecución.

Parágrafo Transitorio. La reglamentación del 
Fondo se dará dentro de los seis meses siguientes 
a la sanción de la ley.

Parágrafo Transitorio. Durante el proceso 
de reglamentación del Fondo Álvaro Ulcué se 
garantizará de manera ininterrumpida los procesos 
de convocatoria y asignación de recursos para los 
mismos, por cuenta del Icetex.

Artículo 4°. Vigencia. El presente proyecto 
de ley regirá desde su fecha de promulgación 
y derogará todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 13 de 2017
En Sesión Plenaria del día 12 de diciembre de 

2017, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Proyecto de ley 

número 104 de 2017 Cámara, por medio de la cual 
se convierte en política de Estado el Fondo Álvaro 
Ulcué Chocué para la Promoción de la Educación 
Superior de los Miembros de las Comunidades 
Indígenas, y se dictan otras disposiciones. Esto 

su curso legal y reglamentario y de esta manera 
dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 
182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el acta de Sesión 
Plenaria número 272 de diciembre 12 de 2017, 
previo su anuncio en la Sesión del día 6 diciembre 
de los corrientes, correspondiente al Acta número 
271.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 121 DE 2017 CÁMARA, 152 DE 
2016 SENADO

por medio de la cual se aprueba el Protocolo 
de Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el 
que se establece la Organización Mundial del 
Comercio, adoptado por el Consejo General 
de la Organización Mundial del Comercio en 
Ginebra, Suiza, el 27 de noviembre de 2014.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el “Protocolo de 
Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el 
que se establece la Organización Mundial del 
Comercio, adoptado por el Consejo General de la 
Organización Mundial del Comercio en Ginebra, 
Suiza, el 27 de noviembre de 2014.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el Protocolo 
de Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el 
que se establece la Organización Mundial del 
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Comercio adoptado por el Consejo General de la 
Organización Mundial del Comercio en Ginebra, 
Suiza, el 27 de noviembre de 2014, que por el 
artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará a la 
República de Colombia a partir de la fecha en que 
se perfeccione el vínculo internacional respecto 
del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 18 de 2017
En Sesión Plenaria del día 14 de diciembre de 

2017, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Proyecto de 

ley número 121 de 2017 Cámara, 152 de 2016 
Senado, por medio de la cual se aprueba el 
Protocolo de Enmienda del Acuerdo de Marrakech 
por el que se establece la Organización Mundial 
del Comercio, adoptado por el Consejo General 
de la Organización Mundial del Comercio en 
Ginebra, Suiza, el 27 de noviembre de 2014. Esto 

su curso legal y reglamentario y de esta manera 
dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 
182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el acta de Sesión 
Plenaria número 274 de diciembre 14 de 2017, 
previo su anuncio en la Sesión del día 13 diciembre 
de los corrientes, correspondiente al Acta número 
273.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 123 DE 2017 CÁMARA

por la cual se dictan disposiciones 

de la población rural en Colombia y el 
establecimiento de un piso de protección social 

mínimo.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto establecer un piso mínimo de protección 
social para el habitante del sector rural y quienes 
desarrollen actividades agropecuarias, y regular 
las condiciones especiales bajo las cuales estas se 
realizan.

Artículo 2°. Principios. Los principios que 
orientan la presente ley son los siguientes:

1. . Es la mejor utilización social 
y económica de los recursos administrativos, 

Protección Social, sean prestados en forma 

2. Universalidad. Es la garantía de 
la protección social mínima para todos los 
habitantes del sector rural y para quienes 
desarrollen actividades agropecuarias, sin ninguna 
discriminación, en todas las etapas de la vida.

3. Solidaridad. Es la práctica de la mutua 
ayuda entre las personas, las generaciones, 
los sectores económicos, las regiones y las 

Es deber del Estado garantizar la solidaridad en 
el Sistema de Protección Social para el habitante del 
sector rural y para quienes desempeñen actividades 
agropecuarias mediante su participación, control 
y la coordinación del mismo.

4. Integralidad. Es la cobertura mínima de 
las contingencias que afectan la salud, la capacidad 
económica y en general las condiciones de vida 
del habitante del sector rural y para quienes 
desempeñen actividades agropecuarias. Para este 
efecto cada quien contribuirá según su capacidad 
y recibirá las prestaciones mínimas necesarias 
para atender sus contingencias amparadas por esta 
ley.

5. Especialidad. Es el reconocimiento de 
las diferencias, particularidades y características 
propias de la economía rural y agropecuaria. Bajo 
el reconocimiento de estas diferencias y con el 

quien desempeñe actividades agropecuarias, se 
diseña la Política de Atención Mínima en Materia 
de Protección Social para esta población y se crea 
una modalidad especial de remuneración bajo 
contrato de trabajo agropecuario.

6. 
. Es el reconocimiento 

de las condiciones laborales y de vida digna del 
habitante del sector rural  y de quien desempeñe 
actividades agropecuarias, con el propósito 
de ofrecer un mínimo de protección social y 
una regulación laboral en materia de jornada, 
remuneración y subordinación, entre otros 
aspectos, inspirado en la garantía de los derechos 
humanos, consagrados en la Constitución Política 
y con base en los desarrollos jurisprudenciales, 

por Colombia, entre otras fuentes, que permitan 
garantizar de manera efectiva el derecho 
fundamental al trabajo y a la Seguridad Social.

Artículo 3°. Alcance. La presente ley se 
aplicará a todos los habitantes del sector rural y a 
quienes realicen actividades agropecuarias, según 

Se excluye de la aplicación de la presente ley, 
los siguientes:
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a) Aquellos cuya labor o servicio esté 
dedicado exclusiva o principalmente al desarrollo 
de actividades comerciales, turísticas, de 
transporte u otros servicios distintos de actividades 
relacionadas con la producción agropecuaria;

b) Trabajadores o contratistas que fueren 
contratados para realizar tareas ajenas a las 
actividades agropecuarias;

c) Trabajadores del servicio doméstico;
d) Trabajadores o contratistas dedicados 

exclusivamente a actividades de gestión 
administrativa tales como administradores, 
contadores, asistentes, secretarios y otros 
empleados semejantes. 

Parágrafo. Para efectos de la presente ley, 
se entienden como actividades agropecuarias, 
todas aquellas actividades agrícolas, forestales, 
pecuarias, pesqueras, o acuícolas que realice o 
ejecute una persona natural en el sector rural, con 
independencia del vínculo jurídico a través del 
cual las realicen, incluyendo aquellas actividades 
ejecutadas por cuenta propia o a favor de un tercero, 
en sus propios predios o en ajenos y de acuerdo 
con las demás características que determine el 
Gobierno nacional mediante reglamentación. 

Artículo 4°. . Para los efectos de 

Contrato de trabajo agropecuario: Es aquel 
por el cual una persona natural se obliga a prestar 
sus servicios personales en actividades agrícolas, 
forestales, pecuarias, pesqueras, o acuícolas, 
en favor de otra persona natural o jurídica, bajo 
su continuada dependencia o subordinación y 
mediante remuneración.

Contratistas independientes agropecuarios: 
Persona Natural que en forma independiente, con 
sus propios medios, con libertad y autonomía 

en favor de una persona natural o jurídica, la 
ejecución de una o varias obras, o la prestación 
de servicios agrícolas, forestales, pecuarios, 
pesqueras, o acuícolas, sin que medie relación de 
subordinación.

Contratante independiente: Persona natural 
o jurídica que celebre un contrato de prestación 
de servicios con un contratista independiente 
agropecuario, para que de forma autónoma, con 
sus propios medios, con libertad y autonomía 

actividades agrícolas, forestales, pecuarias, 
pesqueras, o acuícolas, sin que medie relación de 
subordinación.

Trabajador por cuenta propia independiente 
agropecuario: Persona Natural que en forma 
independiente, con sus propios medios, con 
libertad y autonomía técnica y directiva, y sin 
ningún vínculo jurídico con tercero, desarrolla en 

pecuarias, pesqueras, o acuícolas.

Empleador agropecuario: Persona natural o 
jurídica que contrate una (1) o varias personas 
naturales para el desarrollo de actividades 
agrícolas, forestales, pecuarias, pesqueras, o 
acuícolas, de manera subordinada y a cambio de 
una remuneración.

Trabajador agropecuario dependiente: Persona 
natural que en forma personal y bajo la continuada 
dependencia o subordinación de su empleador, 
desarrolla a favor de una persona natural o 
jurídica, actividades agrícolas, forestales, 
pecuarias, pesqueras, o acuícolas, a cambio de una 
remuneración.

Trabajador agropecuario del régimen 
contributivo: Persona natural que en forma 
personal y bajo la continuada dependencia o 
subordinación desarrolla a favor de una persona 
natural o jurídica, actividades agrícolas, forestales, 
pecuarias, pesqueras, o acuícolas, a cambio de 
una remuneración, y que tiene la condición de 

Integral.
Parágrafo. La aplicación de la presente ley 

atenderá en todo caso a la realidad jurídica y 
económica de las actividades agrícolas, forestales, 
pecuarias, pesqueras, o acuícolas a desarrollar 
entre las partes.

Artículo 5°. Relación jurídica para el 
desarrollo de actividades agropecuarias en 
el sector rural. La presente ley reconoce 
que los habitantes del sector rural y quienes 
desarrollen actividades agropecuarias pueden 
ser considerados trabajadores agropecuarios 
dependientes, independientes o por cuenta propia, 
dependiendo de que desarrollen sus servicios en 
forma subordinada o independiente a cambio de 
una remuneración o el pago de honorarios, o en 

CAPÍTULO II

Artículo 6°. Ámbito de aplicación del piso 
mínimo de protección social. Tendrán derecho a 
acceder a un Piso Mínimo de Protección Social 
todos los habitantes del sector rural y quienes 

en la presente ley, cuyo ingreso promedio mensual 
en el año calendario inmediatamente anterior 
después de descontar un porcentaje equivalente al 
40% de dicho promedio, no supere el valor de un 
(1) salario mínimo legal mensual vigente.

Artículo 7°. Protección social mínima para 
los trabajadores y contratistas independientes o 
por cuenta propia agropecuarios. Forman parte 
de la protección social mínima para el habitante 
del sector rural y para quienes desarrollen 
actividades agropecuarias objeto del presente 
capítulo, la atención de los riesgos de vejez, 
accidentes, enfermedad, y otros servicios sociales 
complementarios.
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Para atender los mencionados riesgos y con el 
alcance previsto en la presente ley, los habitantes 
del sector rural y quienes desarrollen actividades 

al Régimen de Salud Subsidiada, y adquirir un 
microseguro dentro de la cobertura de ahorros a 

Gobierno Nacional y previa validación de sus 
condiciones socioeconómicas. En este orden de 
ideas los habitantes del sector rural y quienes 
desarrollen actividades agropecuarias tendrán 
la protección social mínima del Sistema en los 
términos de la presente ley con la cobertura de 
BEPS, Salud Subsidiada y Microseguros laborales.

Parágrafo 1°. Para estos efectos, Colpensiones 
deberá establecer o adquirir una póliza colectiva y 
en general proceder con la contratación directa de 
los microseguros correspondientes, que deberán 
cubrir como mínimo prestaciones asistenciales e 
indemnizatorias por accidentes y/o incapacidades 
producidas con ocasión a la realización o ejecución 
de la obra o labor.

Parágrafo 2°. Para efectos de contar con las 
pólizas correspondientes que permitan ofrecer 

Superintendencia Financiera vigilará que las 
entidades aseguradoras autorizadas para funcionar 
en Colombia pongan a su disposición los análisis, 
estudios y productos que permitan cumplir con 
esta obligación.

al Régimen Subsidiado de Salud, el habitante 
del sector rural y quien desarrolle actividades 
agropecuarias deberá cumplir con la normatividad 
vigente sobre dicha materia.

Parágrafo 4°. En materia de BEPS, los 
habitantes del sector rural y quienes desarrollen 
actividades agropecuarias y que estén cobijados 
por el presente capítulo, deberán cumplir con lo 
previsto en la normatividad vigente para acceder 

periódicos.
Parágrafo 5°. Solo quienes cuenten como 

mínimo con un piso de protección social 

subsidiada y con un microseguro laboral, podrán 
ser contratados para una actividad agropecuaria, 
debiendo acreditar tal condición. Lo anterior sin 
perjuicio de quienes estén contratados bajo alguna 
de las modalidades de que trata el capítulo tercero 
de esta ley, y sin perjuicio de las otras modalidades 
de contratos de trabajo que estén vigentes.

Artículo 8°. Cruces de información entre 
las autoridades. La Dirección de Impuestos 
y Aduanas Nacionales (DIAN), la Unidad de 

Social (UGPP), y demás autoridades del orden 
nacional, departamental o municipal que tengan 
acceso a información de la población rural objeto 

de la presente ley, deberán realizar los cruces de 
información para comprobar que el habitante del 
sector rural y quienes desarrollan actividades 

previstos en el presente capítulo no hayan percibido 
ingresos promedio mensuales en el año calendario 
inmediatamente anterior que superen el valor de 
un (1) salario mínimo legal mensual vigente, de 
conformidad con lo previsto en el artículo sexto de 
la presente ley. De comprobarse esta situación, la 

Protección Social (UGPP) procederá a informar al 
habitante del sector rural y/o a quienes desarrollan 
actividades agropecuarias, con el propósito de 
establecer su vinculación o pagos pendientes 
al Régimen Contributivo de Salud y al Sistema 
General de Pensiones.

Artículo 9°. Desarrollo y promoción de 
programas que incentiven el ahorro para la vejez 
a cargo de las autoridades departamentales y 
municipales. Las autoridades departamentales 
y municipales de las áreas donde residan los 
habitantes del sector rural y quienes desarrollan 
actividades agropecuarias objeto del presente 
capítulo, desarrollarán programas de estímulo 
por su propia cuenta o con cooperación o 
patrocinio nacional o internacional, según 
resulte conveniente, para desarrollar estrategias 
y programas que permitan nutrir y estimular el 
ahorro o los patrocinios de que trata el Decreto 
número 295 de 2017, con el propósito de que 

programa BEPS cuenten con ahorro efectivo que 
se vea traducido en el futuro en rentas periódicas 

Las entidades administradoras de los distintos 

complementarios en materia de prestaciones de 
vejez, salud y riesgos laborales que mejoren la 
situación de determinados grupos poblacionales. 
A estos programas podrán vincularse de manera 
voluntaria las entidades públicas y privadas en los 
términos que reglamente el Gobierno nacional.

Artículo 10. Promoción del piso mínimo de 
protección social. Las distintas autoridades de 
carácter nacional o territorial, deberán promover 
las garantías de protección social, el acceso a los 

indicados, con el propósito de lograr una efectiva 

esta ley. Las diferentes Agencias, el SENA y las 
Cajas de Compensación Familiar se vincularán a 
estos programas.

Artículo 11. Caracterización. El Departamento 
Nacional de Planeación deberá incorporar las 
distintas variables, características y realidades del 
sector rural al momento de realizar encuestas de 

departamento deberá desarrollar las estrategias y 
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vulnerables dentro de los habitantes del sector 

mínimos de protección social, en particular a la 
población rural víctima, desplazada, de resguardos 
indígenas, los nómadas, trashumantes, entre otros, 
de tal suerte que ninguna de estas condiciones o 
características se constituyan en una barrera para 

Artículo 12. 
agropecuarios y contratistas independientes o 
por cuenta propia agropecuarios al régimen 
de protección social.
vinculación de los trabajadores agropecuarios 
objeto del presente capítulo al Sistema de Piso 
Mínimo de Protección Social, estará a cargo de 
los empleadores o contratantes agropecuarios a 
quienes estos presten sus servicios. Para el caso de 
los trabajadores por cuenta propia agropecuarios, 
la vinculación al régimen de protección social 
establecido por el presente capítulo se hará 
directamente ante las entidades del Sistema de 
Piso Mínimo de Protección Social.

Colpensiones y las administradoras del régimen 
subsidiado de salud y demás administradoras de 
los servicios sociales complementarios que estén 

este sistema de piso mínimo de protección social 

estarán obligados a desplegar sus servicios de 
manera directa o a través de los intermediarios 
que se autoricen de tal suerte que puedan cubrir el 
territorio nacional y llegar con sus servicios donde 
se requieran. Los entes de supervisión y control 
velarán porque se cumpla con esta obligación en 
los términos que reglamente el Gobierno nacional.

CAPÍTULO III

Artículo 13. Contrato de trabajo agropecuario. 
Jornal Diario Integral. Además de lo dispuesto 
en la presente ley, créase la modalidad de Jornal 
Diario Integral para remunerar aquellos contratos 
de trabajo suscritos con trabajadores agropecuarios 
que se podrán celebrar por un tiempo determinado, 
o por el tiempo que dure la realización de una obra 
o labor.

El pago del salario y en general de la totalidad 
de derechos y obligaciones derivados del contrato 
de trabajo agropecuario en la modalidad aquí 
descrita, se reconocerán y liquidarán diariamente 
bajo la modalidad de un jornal integral diario, que 
además de retribuir el trabajo diario ordinario, 
compensará de antemano el valor de la totalidad 

extralegales a que tenga derecho el trabajador 
agropecuario, tales como primas, cesantías, 
intereses a las cesantías, auxilios y subsidios, 
vacaciones y cualquier tipo de indemnización 
asociada a la terminación del contrato de trabajo.

En ningún caso el jornal integral diario podrá 
ser inferior al monto de un (1) salario mínimo 
diario legal vigente más el factor prestacional, 
que equivale al treinta y cinco por ciento (35%) 
de aquel. Cuando los jornales integrales diarios 
sean pagados por un mismo empleador por más de 
ciento ochenta (180)  días continuos o discontinuos 
durante un periodo cualquiera de trescientos 
sesenta (360) días calendario consecutivos 
contados a partir de la fecha de iniciación del 
contrato laboral, el trabajador agropecuario 
disfrutará de vacaciones en los términos previstos 
en Capítulo IV del Código Sustantivo del Trabajo, 
y, cuando resulte procedente, a la indemnización 
por despido sin justa causa, la cual se liquidará 
de conformidad con lo establecido en el artículo 
64 del Código Sustantivo del Trabajo para los 

implique una mutación o transformación de la 
naturaleza del contrato aquí previsto. En este 
caso el jornal integral diario no podrá ser inferior 
al monto de un (1) salario mínimo diario legal 
vigente más el factor prestacional, que equivaldrá 
al treinta por ciento (30%) de aquel.

Parágrafo. Quienes estando en el régimen 
subsidiado de salud se vinculen bajo la modalidad 
prevista en el presente artículo, retornarán al 

trabajo agropecuario.
Artículo 14. Jornadas especiales de trabajo. 

En casos de periodos estacionales, cosechas, 
incrementos en la producción, naturaleza del 
sistema productivo y asimilables, se podrán pactar 
jornadas especiales de trabajo de acuerdo con la 
naturaleza propia de cada actividad, respetando en 
todo caso la jornada máxima legal vigente.

Artículo 15. Trabajo suplementario. En casos 
de periodos estacionales, cosechas, incrementos en 
la producción, naturaleza del sistema productivo 
y asimilables, la jornada de trabajo podrá 
incrementarse directamente por acuerdo entre 
empleador y trabajador agropecuario, respetando 
en todo caso la remuneración por trabajo 
dominical, festivo, nocturno y extraordinario.

Artículo 16. Cotización de los trabajadores 
agropecuarios al Régimen de Protección Social. 
Los empleadores agropecuarios deberán realizar 
los aportes al Sistema de Protección Social por 
cuenta de sus trabajadores agropecuarios, para 
lo cual el empleador asumirá la parte que le 
corresponde bajo la regulación vigente en materia 
de protección social y estará obligado a descontar 
del jornal integral diario que le reconozca al 
trabajador la proporción que le corresponda 
asumir a dicho trabajador agropecuario en 
materia de cotizaciones al sistema de seguridad 
social integral, de conformidad con la regulación 
que para el efecto expida el Gobierno nacional. 
En cualquier caso, la cotización de aportes será 
proporcional al tiempo trabajado. 
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Para efectos de establecer el ingreso base de 
cotización para el pago de los aportes al sistema 
de protección social bajo la modalidad de jornal 
integral, no se tendrá en cuenta el porcentaje 
adicional, correspondiente al factor prestacional. 
Este esquema de cotización deberá articularse 
con la planilla integrada de liquidación de aportes 
del sistema de protección social, el cual será 
gestionado por los operadores de información y 
por las redes de recaudo de bajo valor debidamente 
habilitadas, de conformidad con las condiciones 

Artículo 17. Formación para trabajadores 
agropecuarios. El Gobierno nacional reglamentará 
el régimen de formación para los trabajadores 
agropecuarios, el cual podrá estar a cargo de 
los gremios de la producción agropecuaria o de 
las asociaciones o cooperativas productivas, en 
forma articulada con el Servicio Nacional de 
Aprendizaje, SENA, en concordancia con la 
normatividad vigente.

CAPÍTULO IV

Artículo 18. 
al régimen de protección social. Créase el 

protección social para habitantes del sector rural, 
articulado con la planilla integrada de liquidación 
de aportes del sistema de seguridad social integral 

sistema de salud, el cual será gestionado por los 
operadores de información y por las redes de 
recaudo de bajo valor debidamente habilitadas, 

nacional.
Artículo 19. Régimen de servicios sociales 

para trabajadores agropecuarios. Las Cajas de 
Compensación Familiar deberán dentro de los seis 
(6) meses siguientes a la entrada en vigencia de 
la presente ley, desarrollar esquemas de servicios 
sociales para los trabajadores agropecuarios, 
dando prelación al reconocimiento de prestaciones 
de crédito social, emprendimiento y recreación.

Parágrafo. La Superintendencia de Subsidio 
Familiar vigilará la prestación efectiva de los 
servicios sociales a los trabajadores agropecuarios 
a cargo de las Cajas de Compensación Familiar, 
quienes deberán llevar un registro de trabajadores 
agropecuarios efectivamente atendidos.

Artículo 20. Servicio público de empleo para 
el sector rural. Créase como una plataforma 

Empleo, denominada Servicio Público de Empleo 
o actividad productiva remunerada para el Sector 
Rural, a cargo de la Unidad Administrativa del 
Servicio Público de Empleo, conforme con las 
reglas generales y las reglamentarias que para el 
efecto se dicten.

Artículo 21. Actividades de seguridad y salud 
en el trabajo para trabajadores agropecuarios 

y contratistas independientes o por cuenta 
propia agropecuarios. Todas las empresas 
Administradoras de Riesgos Laborales destinarán 
no menos del 1% del recaudo total de los 
aportes, a la gestión de prevención de riesgos 
laborales en el ámbito rural. Con cargo al Fondo 
de Riesgos Laborales, las Administradoras de 

agropecuarios, contratistas independientes o por 
cuenta propia agropecuarios deberán desarrollar 
campañas masivas y actividades sectoriales de 
promoción de la cultura de prevención y buenas 
prácticas para la seguridad y la salud en el trabajo 
agropecuario e implementación del SG-SST, según 
los criterios que se establezcan en el reglamento 
que expida el Gobierno nacional, acorde con 
las particularidades de las actividades agrícolas, 
forestales, pecuarias, pesqueras, o acuícolas.

Artículo 22. Incentivos a la formalización 
laboral agropecuaria. Para efectos tributarios, 
los pagos que realicen los empleadores de 
trabajadores agropecuarios, o los contratantes de 
contratistas agropecuarios o por cuenta propia, que 
tengan como propósito remunerar la prestación 
de una actividad agrícola y que sean susceptibles 

de las que trata la presente ley, serán deducibles 
del impuesto de renta y complementarios sin 
necesidad de acreditar los requisitos previstos 
en el Estatuto Tributario para deducir los pagos 
derivados de una relación laboral o de un contrato 
de prestación de servicios. Lo anterior sin perjuicio 
de que las autoridades correspondientes hagan las 

Artículo 23. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 18 de 2017
En Sesión Plenaria del día 14 de diciembre de 

2017, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Proyecto de 

ley número 123 de 2017 Cámara, por el cual 
se dictan disposiciones relacionadas con la 

en Colombia y el establecimiento de un piso de 
protección social mínimo. 
el citado Proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª 
de 1992. 

Lo anterior, según consta en el acta de Sesión 
Plenaria número 274 de diciembre 14 de 2017, 
previo su anuncio en la Sesión del día 13 diciembre 
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de los corrientes, correspondiente al Acta número 
273.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 151 DE 2017 CÁMARA

y 134 de la Ley 1438 de 2011, respecto a las multas 
impuestas por la Superintendencia Nacional de Salud 

y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 131 de la 
Ley 1438 de 2011, el cual quedará así:

Artículo 131. Valor de las multas por conductas 
que vulneran el Sistema General de Seguridad 
Social en Salud y el derecho a la salud. Además, 
de las acciones penales, de conformidad con el 
artículo 68 de la Ley 715 de 2001, las multas a los 
representantes legales de las entidades públicas 
y privadas, directores o secretarios de salud o 
quienes hagan sus veces, jefes de presupuesto, 
tesoreros y demás funcionarios responsables de 
la administración y manejo de los recursos sector 
salud en las entidades territoriales, funcionarios y 
empleados del sector público y privado oscilarán 
entre diez (10) y doscientos (200) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes y su monto se 
liquidará teniendo en cuenta el valor del salario 
mínimo vigente a la fecha de expedición de la 
resolución sancionatoria.

Las multas a las personas jurídicas que se 
encuentren dentro del ámbito de vigilancia 
de la Superintendencia Nacional de Salud se 
impondrán hasta por una suma equivalente a dos 
mil quinientos (2.500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes y su monto se liquidará 
teniendo en cuenta el valor del salario mínimo 
vigente a la fecha de expedición de la resolución 
sancionatoria.

Las multas se aplicarán sin perjuicio de 
la facultad de revocatoria de la licencia de 
funcionamiento cuando a ello hubiere lugar.

Parágrafo 1°. Los municipios de categorías 
cuarta, quinta y sexta que no cumplan con el reporte 
de información exigida por la Superintendencia 
Nacional de Salud, recibirán una multa de hasta 
cien (100) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes, los cuales se liquidarán teniendo en 
cuenta el valor del salario mínimo vigente a la 
fecha de expedición de la resolución sancionatoria.

Parágrafo 2°. Cuando ocurran circunstancias 
de fuerza mayor o caso fortuito, las entidades 
territoriales deberán probar oportunamente los 
elementos de imprevisibilidad e irresistibilidad 
de las mismas, para quedar exoneradas 
de la imposición de multas por parte de la 
Superintendencia Nacional de Salud. 

El Ministerio de Salud y Protección Social 
deberá expedir la reglamentación necesaria para 
regular la implementación del presente parágrafo. 

Artículo 2°. Adiciónese el artículo 134 de la 
Ley 1438 de 2011, el cual quedará así:

 
Para efectos de graduar las multas previstas en la 
presente ley, se tendrán en cuenta los siguientes 
criterios:

134.1 El grado de culpabilidad.
134.2 La trascendencia social de la falta 

o el perjuicio causado, en especial, respecto de 

constitucional reforzada.
134.3  Poner en riesgo la vida o la 

integridad física de la persona.
134.4  En función de la naturaleza del 

medicamento o dispositivo médico de que se trate, 
el impacto que la conducta tenga sobre el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud.

134.5  
infractor con la conducta en caso que este pueda 
ser estimado.

134.6  El grado de colaboración del 
infractor con la investigación.

134.7  La reincidencia en la conducta 
infractora.

134.8  La existencia de antecedentes en 
relación con infracciones al régimen de Seguridad 
Social en Salud, al régimen de control de precios 
de medicamentos o dispositivos médicos.

134.9  Las modalidades y circunstancias 
en que se cometió la falta y los motivos 
determinantes del comportamiento.

134.10  La categorización contemplada en 

por el artículo 7° de la Ley 1551 de 2012, 
atendiendo a los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad de la sanción.

Artículo 3°. Vigencia y derogaciones. La 
presente ley rige a partir de su promulgación 
y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias.
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SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 13 de 2017
En Sesión Plenaria del día 12 de diciembre de 

2017, fue aprobado en segundo debate el texto 

número 151 de 2017 Cámara, por medio de la 

Ley 1438 de 2011, respecto a las multas impuestas 
por la Superintendencia Nacional de Salud y se 
dictan otras disposiciones.
el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª 
de 1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de Sesión 
Plenaria número 272 de diciembre 12 de 2017, 
previo su anuncio en la Sesión del día 6 diciembre 
de los corrientes, correspondiente al Acta número 
271.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 158 DE 2016 CÁMARA, 

ACUMULADO CON EL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 186 DE 2016 CÁMARA

por la cual se regulan los procedimientos médicos 

disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto regular la práctica de los procedimientos 

trata el literal a) del artículo 15 de la Ley 1751 
de 2015, establecer disposiciones relacionadas 
con los insumos, medicamentos y sus registros 

salud y la vida de los mismos.
Artículo 2°. Principios y valores. Para efectos 

de la aplicación e interpretación de la presente 
ley, se tendrán en cuenta los principios y valores 
contenidos en los artículos 35 y 36 de la Ley 1164 
de 2007, así como la autonomía profesional en 
los términos señalados en el artículo 17 de la Ley 
1751 de 2015.

Artículo 3°. De los procedimientos médicos y 
 Para efectos de 

la presente ley, entiéndase por procedimientos 

intervención médica y quirúrgica que se realice 

características físicas.
CAPÍTULO II

procedimientos médicos y quirúrgicos con 

Artículo 4°. Condiciones para la realización 
de procedimientos médicos y quirúrgicos con 

 Los procedimientos médicos y 

en Colombia deberán cumplir con las siguientes 
condiciones:

a) Realizarse por quienes acrediten los 
requisitos contenidos en el artículo 5° de la 
presente ley;

b) Practicarse por prestadores habilitados 
que garanticen la integralidad del procedimiento 
y la respuesta a las complicaciones que puedan 
presentarse, como se indica en el artículo 6° de la 
presente ley;

c) Utilizar insumos, medicamentos y 
tecnologías autorizados en el país, en los términos 
del artículo 9° de la presente ley;

d) Contar con el consentimiento informado 

artículo 10 de la presente ley;
e) Contar con las pólizas según lo establecido 

en el artículo 11 de la presente ley.
Parágrafo 1°. Toda práctica que se realice sin 

tener en cuenta alguna de las condiciones aquí 
señaladas se considera ilegal y es susceptible de 
las sanciones previstas en la presente ley.

Parágrafo 2°. Para efectos de la presente ley, se 

por las autoridades competentes. 
Artículo 5º. Requisitos para el ejercicio 

profesional. Solo podrán realizar los 

los médicos autorizados para el ejercicio 
de la profesión en Colombia que cumplan, 
adicionalmente, los siguientes requisitos:

1. Contar con un título en especialidad 
quirúrgica con competencias formales en 
procedimientos quirúrgicos estéticos, otorgado 
por una Institución de Educación Superior 
autorizada según la ley colombiana. Si el título 
fue obtenido en el exterior, se deberá contar con 
la convalidación del mismo ante la autoridad 
competente.

2. Inscribirse como especialista en el 
Registro Único Nacional del Talento Humano en 
Salud (ReTHUS), aportando sus datos de títulos 
académicos, ejercicio, experiencia profesional y 

Salud y Protección Social.
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del médico que le realizará el procedimiento 
quirúrgico estético deseado.

El Ministerio de Salud y Protección Social 
garantizará la actualización del registro de acuerdo 
a lo establecido en el artículo 12 de la presente ley.

Parágrafo. Los procedimientos médicos de 

practicados por médicos generales, siempre y 

El Ministerio de Salud y Protección Social 
reglamentará la materia, en los seis meses 
siguientes a la promulgación de la presente ley.

el numeral 2 del presente artículo será exigible 
una vez el Gobierno nacional desarrolle los 
instrumentos y reglamentación necesarias para su 
aplicación.

Artículo 6°. Condiciones para los Prestadores 
de Servicios de Salud. Podrán ofrecer y realizar 

los Prestadores de Servicios de Salud del tipo 
Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, 
siempre y cuando cumplan integralmente con los 
estándares y criterios de habilitación vigentes. 

Para habilitar el servicio donde se realicen los 

adicionalmente se deberá contar con un profesional 
que cumpla con los requisitos establecidos en el 
artículo 5° de la presente ley, que realice funciones 

concordancia con las medidas institucionales 
adoptadas en el respectivo Programa de Auditoría 
para el Mejoramiento de la Calidad (Pamec), de 
que tratan los artículos 2.5.1.1.1 a 2.5.1.5.4 del 
Decreto número 780 de 2016 o la norma que lo 

Las condiciones de infraestructura higiénico 
sanitarias establecidas en el Título IV de la Ley 
9ª de 1979, en la Resolución número 4445 de 
1996, en la Resolución número 2003 de 2014 y 
los demás decretos reglamentarios deberán ser 
cumplidos por el prestador, antes de iniciar su 
proceso de habilitación.

El prestador deberá garantizar la continuidad 
del manejo posoperatorio del paciente por parte 
del especialista que realizó el procedimiento o su 
par.

Las clínicas, centros médicos e instituciones 
prestadoras de salud donde se realicen los 
procedimientos médicos regulados por la 

de habilitación para el servicio respectivo, 
establecido por el sistema único de habilitación, y 
las normas que lo regulan.

Parágrafo 1°. Las Instituciones Prestadoras 
de Servicios de Salud con servicios del grupo 
quirúrgico de cirugía de baja complejidad, mediana 

y alta complejidad y ambulatoria que contemplen 
ofertar y realizar procedimientos médicos o 

visita de habilitación previa a la apertura de dichos 
servicios por parte de la entidad departamental o 
distrital de salud correspondiente.

Parágrafo 2°. Los profesionales independientes, 
en la consulta externa general o especializada, 
solo podrán ofrecer y realizar procedimientos 
propios de dicho ámbito de servicio, conforme a 
la normatividad vigente.

Parágrafo 3°. El Ministerio de Salud y 
Protección Social reglamentará el presente 
artículo en el término de seis (6) meses a partir de 
la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 7°. Protocolos para la práctica 
de procedimientos. El Ministerio de Salud y 
Protección Social y las Sociedades Médico 

anualmente los protocolos quirúrgicos que 
brinden el máximo de seguridad a los pacientes 
y de igual manera deberán restringir el número 
de intervenciones que se puedan realizar a un 
paciente en un solo acto quirúrgico.

Artículo 8º. Mecanismos de protección del 
paciente.
responsable de los procedimientos médicos y 

deberán tener en cuenta los siguientes cuidados 

información y elección.
a) Informarse sobre la formación profesional 

de determinar si tienen título en medicina y 
especialización en el campo consultado por el 
paciente;

b) Solicitar al médico toda la información 
sobre el procedimiento a realizar, sus 
recomendaciones y sus contraindicaciones, 
así como los registros de los medicamentos e 
insumos que se utilizarán en el tratamiento. Todo 
lo anterior debe estar debidamente consignado en 
el consentimiento informado;

c) Consultar el lugar donde se realizará el 
procedimiento, si está autorizado para ello y si 
cuenta con las medidas sanitarias vigentes para su 
funcionamiento;

d) Denunciar ante las autoridades las 
irregularidades encontradas en la información 
recibida.

Artículo 9°. De los insumos, medicamentos 
y tecnologías. Los insumos, medicamentos 
y tecnologías en salud utilizados o prescritos 
para la práctica de los procedimientos médicos 

autorizados por la autoridad competente, según 
corresponda. 

Se prohíbe el uso de sustancias que no estén 

utilización en el cuerpo tales como: biopolímeros, 
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siliconas líquidas o aquellas sustancias que no 

por la autoridad competente para ser aplicada 
dentro del organismo.

Artículo 10. Consentimiento informado. En 
desarrollo del artículo 10, literal d), de la Ley 
1751 de 2015, todos los procedimientos médicos 

consentimiento informado del paciente. Dicho 

de 24 horas antes de la hora programada para el 
procedimiento, y deberán quedar explícitos los 
siguientes aspectos:

procedimiento;

del paciente;
c) Institución, sede y fecha en la que se va a 

realizar el procedimiento;
d) Valoración inicial por el médico 

especialista competente;
e) Información veraz y con evidencia 

insumos, medicamentos, tecnologías y demás 
condiciones del procedimiento que se va practicar;

f) Constancia de que el paciente recibió y 
comprendió, de manera detallada y completa, la 
información sobre los riesgos e implicaciones 
del procedimiento para su salud y su vida, tanto 
inmediatas como a mediano y largo plazo;

g) Constancia de que el paciente ha sido 
informado de las alternativas existentes para 

h) Contar con una valoración sicológica del 
paciente en la que se considere la situación de 
base que la lleva a dicha práctica;

i) Descripción de la forma en que el 
prestador garantizará la continuidad en el manejo 
del posoperatorio;

j) La descripción de las pólizas de seguros, 
según lo establecido en el artículo 11 de la presente 
ley;

k) Toda otra información que resulte 
relevante para la comprensión del procedimiento 
que se va a practicar.

Artículo 11. Pólizas. Los prestadores de 
servicios de salud donde se ofrezcan o realicen 

estéticos deberán contar con una póliza que cubra 
los gastos médicos, hospitalarios, quirúrgicos, 
no quirúrgicos y farmacéuticos derivados de 
las complicaciones de dichos procedimientos, 
de acuerdo con la reglamentación que expida 
la Superintendencia Financiera de Colombia. 
En todo caso los gastos médicos, hospitalarios, 
quirúrgicos, no quirúrgicos y farmacéuticos 
derivados de las complicaciones de dichos 

procedimientos no se podrán cobrar o gestionar a 
cargo del aseguramiento contributivo y subsidiado.

Lo anterior sin perjuicio de las demás pólizas o 
seguros previstos en las normas vigentes.

Parágrafo 1°. Los prestadores del servicio de 
salud que realicen los procedimientos sin dar 
cumplimiento al presente artículo, responderán 
solidariamente por los gastos médicos 
hospitalarios, quirúrgicos y no quirúrgicos y 
farmacéuticos derivados de las complicaciones de 
dichos procedimientos, sin perjuicio de las demás 
sanciones a que haya lugar por el desarrollo de 
una práctica ilegal. 

Parágrafo 2°. La póliza cubrirá los gastos 
derivados de la extracción y/o cambio de insumos 
que resulten rechazados por el organismo o 

autoridades competentes.
Artículo 12. Del reporte, seguimiento y análisis 

de la información. Los casos de mortalidad y 
eventos adversos asociados a los procedimientos 

considerados como eventos de interés en salud 
pública, por lo cual las instituciones que realicen 
dichos procedimientos deberán reportarlos a las 
autoridades de inspección, vigilancia y control 
para su investigación, análisis y adopción de 
medidas de control pertinentes. 

Las mismas entidades deberán reportar 
los Registros Individuales de Prestación 
de Servicios (RIPS) de los procedimientos 

entidades departamentales o distritales de salud, 
a la Superintendencia Nacional de Salud y al 
Ministerio de Salud y Protección Social para 

vigilancia y control de la prestación de servicios, 
según corresponda.

El Ministerio de Salud y Protección Social 
reglamentará el presente artículo.

CAPÍTULO III

Artículo 13. Publicidad de procedimientos 
 Toda 

publicidad en la que se ofrezca, impulse o 
promocione la realización de procedimientos 

cualquier medio de comunicación (internet, radio, 
televisión, cine, medios escritos como boletines, 
periódicos, revistas o cualquier documento de 
difusión masiva, vallas publicitarias o medios 
similares), deberá incluir la información sobre 
la página web del médico y/o de la Institución 
Prestadora de Servicio de Salud, la cual deberá 
contener como mínimo lo siguiente:

a) Información en la que se advierta al público 
de los riesgos, complicaciones y consecuencias 
inherentes a este tipo de procedimientos;
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b) Nombre de la institución prestadora del 
servicio de salud en la que se prestará el servicio 
y de los especialistas o profesionales que hacen 

el Ministerio de Salud y Protección Social;
c) Información sobre las pólizas o seguros 

requeridos;
d) Recomendación a la ciudadanía para que 

consulte la condición de habilitación de servicios 
y los antecedentes de la Institución Prestadora de 
Servicios de Salud así como la de los especialistas 
o profesionales que adelantarán el procedimiento 
se encuentra inscrito en el Registro del Talento 
Humano en Salud (Rethus).

Esta información debe estar claramente visible 
y resaltada en la publicidad, de forma tal que la 
persona pueda consultarla e informarse de la 
misma. 

Parágrafo 1°. Las mismas obligaciones serán 
exigibles a los eventos en los que se promueven 

patrocinados por personas naturales o jurídicas que 
tengan como una de sus actividades la realización 
de procedimientos médicos o quirúrgicos con 

Parágrafo 2°. El Ministerio de Salud y 
Protección Social, realizará periódicamente 
campañas de sensibilización sobre el uso correcto 
de los procedimientos médicos quirúrgicos con 

Parágrafo 3°. Los médicos con competencias 
en procedimientos médicos y quirúrgicos con 

publicidad engañosa incurrirán en multa de hasta 
mil (1.000) salarios mínimos legales vigentes.

Lo anterior sin perjuicio de las sanciones civiles 
y administrativas que le sean aplicables.

Artículo 14. Prohibiciones. Se prohíben las 
siguientes prácticas en la publicidad y promoción 
de procedimientos médicos y quirúrgicos con 

1. Ofertas por tiempo limitado.
2. Incentivos económicos a los pacientes.
3. Ofertas de paquetes como “compre uno y 

lleve uno gratis” o reducción del precio por dos o 
más personas.

4. Ofertas de procedimientos quirúrgicos 
como premio de un concurso.

5. Ofertas en pasajes y alojamiento por 
procedimientos quirúrgicos.

Artículo 15. Límites a la publicidad, promoción 
o patrocinio. La publicidad, promoción o 

no podrá estar dirigida a menores de edad o hacerla 
atractiva para ellos. Tampoco podrá sugerir que 
dichos procedimientos producen éxito deportivo, 
profesional, sexual, generan popularidad o 
aceptación social a la persona que se los practica.

Artículo 16. Eliminado.
CAPÍTULO IV

Artículo 17. Responsabilidad profesional. 
Los profesionales de la salud que realicen 

estéticos sin el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la presente ley, serán sancionados 
por parte del Tribunal de Ética de la profesión 
correspondiente con multas de hasta dos mil 
quinientos (2.500) salarios mínimos mensuales 
vigentes y suspensión del ejercicio profesional 
hasta por un término de quince (15) años. 

Lo anterior sin perjuicio de las sanciones 
penales, civiles, administrativas y disciplinarias 
que les sean aplicables.

Parágrafo. El dinero de las sanciones será 
utilizado para realizar cirugías reconstructivas a las 
personas víctimas de quemaduras. El Ministerio 
de Salud y Protección Social reglamentará el 
procedimiento para la administración de los 
recursos recaudados en un término de seis (6) 
meses a partir de la promulgación de la presente 
ley.

Artículo 18. Responsabilidad de las sociedades 

que practiquen los procedimientos médicos y 
 Las sociedades y 

establecerán mecanismos de autorregulación 
para promover el ejercicio ético, responsable 
e idóneo de sus asociados en la realización de 

estéticos, entre los cuales estarán:

voluntaria;
b) Realizar un estudio anual sobre la 

morbimortalidad de los pacientes atendidos 
por procedimientos estéticos, el cual debe ser 
publicado en la página web de la Sociedad;

c) Facilitar el acceso a la información 
académica y laboral de los especialistas del 
ReTHUS;

d) Establecer un mecanismo en línea y 
de acceso público donde los pacientes puedan 
expresar su percepción frente a los procedimientos 
de cada especialista;

e) Construir y adoptar guías y protocolos de 
procedimientos estéticos;

f) Publicar las sanciones que reporten los 
Tribunales.

Parágrafo. Las sociedades y asociaciones 

conocimiento de los tribunales de ética respectivos, 
aquellas conductas que puedan constituir faltas 
graves contra la ética profesional, aportando 
las evidencias. Adicionalmente publicarán las 
medidas que deban adoptar en el marco de sus 
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estatutos. De estas actuaciones se divulgará 
un informe anual al público y a las autoridades 
competentes.

Artículo 19. Sanciones a los Prestadores de 
Servicios de Salud. El incumplimiento de lo 
dispuesto en los artículos 4°, 5°, 6°, 9°, 10, 11 
y 12 de la presente ley, acarreará las siguientes 
sanciones al prestador de servicios de salud: 

1. Pérdida de la habilitación y cierre temporal 

2. Multas de hasta diez mil (10.000) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes. 

Lo anterior sin perjuicio de las demás 
actuaciones o sanciones que en el marco de la 
inspección, vigilancia y control deban adelantar 
las entidades competentes dentro del Sistema de 
Vigilancia en Salud Pública y del Sistema Único 
de Habilitación de Prestadores de Servicios de 
Salud. 

Parágrafo 1°. El prestador de servicios de 
salud responderá solidariamente por los daños y 
perjuicios causados a los pacientes.

Parágrafo 2°. El Ministerio de Salud y 
Protección Social ajustará el Registro Especial 
de Prestadores de Servicios de Salud (REPS) con 

objeto los prestadores de servicios de salud.
Artículo 20. Responsabilidad por publicidad 

ilegal. El incumplimiento de lo previsto en los 
artículos 13, 14 y 15 de la presente ley, dará lugar 
a que el anunciante, promotor o patrocinador 
responda conforme lo establece el artículo 30 de 
la Ley 1480 de 2011 y demás normas que regulen 
la materia, sin perjuicio de las otras sanciones a 
que haya lugar.

Parágrafo. La participación de profesionales 
de la salud en prácticas que contravengan las 
disposiciones establecidas en los artículos 13, 14, 
15 y 16 de la presente ley se considera una falta 
grave contra la ética profesional, por lo cual tales 
conductas serán sancionadas de acuerdo con el 

CAPÍTULO V

Artículo 21. Complementariedad normativa. 
En lo no previsto en la presente ley se aplicarán las 
normas contenidas en el Código de Ética Médica 
- Ley 23 de 1981. Con relación a la imposición 
de las sanciones por incumplimiento de esta ley, 
se aplicará lo previsto en los artículos 47 a 52 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (CPACA), salvo que 
exista una ley procesal especial. 

Artículo 22. Vigencia. La presente ley empezará 
a regir a partir de la fecha de su publicación y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias, 
en especial el inciso segundo del artículo 21 
de la Ley 1164 de 2007, en lo relacionado con 
los especialistas en especialidades Médico-

Quirúrgicas con competencias en procedimientos 
quirúrgicos y no quirúrgicos estéticos, que regula 
esta norma.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 18 de 2017
En Sesión Plenaria del día 14 de diciembre de 

2017, fue aprobado en segundo debate el texto 

ley número 158 de 2016 Cámara, acumulado con 
el Proyecto de ley número 186 de 2016 Cámara, 
por la cual se regulan los procedimientos 

dictan otras disposiciones
el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª 
de 1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de Sesión 
Plenaria número 274 de diciembre 14 de 2017, 
previo su anuncio en la Sesión del día 13 diciembre 
de los corrientes, correspondiente al Acta número 
273.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 179 DE 2017 CÁMARA, 212 DE 
2017 SENADO

por medio de la cual se establece el tiempo de 
vinculación de los miembros del nivel ejecutivo de 
la Policía Nacional, para acceder al derecho de 

asignación de retiro.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. Determinar el tiempo de 
servicio para tener derecho a la asignación de 
retiro del personal ejecutivo de la Policía Nacional, 
creado por el artículo 1° de la Ley 180 de 1995, 
que ingresó antes de diciembre 31 de 2004.

Artículo 2°. Adicionar con un nuevo parágrafo 
el artículo 7° de la Ley 180 de 1995, el cual 
quedará así:
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Parágrafo 2°. El tiempo de servicio del personal 
del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, para 
acceder al derecho de asignación de retiro, cuando 
sean retirados del servicio activo, de conformidad 
a las causales señaladas en el artículo 144 del 
Decreto número 1212 de 1990, artículo 104 del 
Decreto número 1213 de 1990 en concordancia 
con las señaladas en el Decreto número 1157 de 
2014, será como mínimo de 15 años de servicio, 
y hasta 20 años de servicio para quienes se retiren 
por voluntad propia, o sean separados del servicio.

Para quienes estuvieren escalafonados antes 
del 31 de diciembre de 2004, tienen derecho a 
la asignación de retiro, cuando sean retirados 
después de 15 años de servicios, y hasta 20 años 
de servicios por voluntad propia o separados del 
servicio, tendrán derecho a partir de la fecha en 
que terminen los tres (3) meses de alta, por la 
Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional 
se les pague una asignación mensual de retiro 

agentes de la Policía Nacional, en el Decreto 
número 1157 de 2014 o normas que lo sustituyan.

Artículo 3°. Las partidas computables para el 
reconocimiento de la asignación de retiro, serán 
las establecidas en el Decreto número 4433 de 
2004 o normas que lo sustituyan.

Artículo 4°. Vigencia y derogatoria. La presente 

disposiciones que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 18 de 2017
En Sesión Plenaria del día 13 de diciembre de 

2017, fue aprobado en segundo debate el texto 

ley número 179 de 2017 Cámara, 212 de 2017 
Senado, por medio de la cual se establece el 
tiempo de vinculación de los miembros del nivel 
ejecutivo de la policía nacional, para acceder al 
derecho de asignación de retiro
que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª 
de 1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de Sesión 
Plenaria número 273 de diciembre 13 de 2017, 
previo su anuncio en la Sesión del día 12 diciembre 
de los corrientes, correspondiente al Acta número 
272.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 219 DE 2016 CÁMARA, 49 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Protocolo 
al Tratado Antártico sobre Protección del Medio 

Ambiente, su Apéndice y sus Anexos I, II, III y IV”, 
hecho en Madrid el 4 de octubre de 1991, su “Anexo 
V”, adoptado en Bonn, el 17 de octubre de 1991, y su 
“Anexo VI”, adoptado en Estocolmo, el 17 de junio de 

2005.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébase el “Protocolo al Tratado 
Antártico sobre Protección del Medio Ambiente, 
su Apéndice y sus Anexos I, II, III y IV”, hecho 
en Madrid el 4 de octubre de 1991, su “Anexo V”, 
adoptado en Bonn, el 17 de octubre de 1991, y 
su “Anexo VI”, adoptado en Estocolmo, el 17 de 
junio de 2005.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Protocolo 
al Tratado Antártico sobre Protección del Medio 
Ambiente, su Apéndice y sus Anexos I, II, III y 
IV”, hecho en Madrid el 4 de octubre de 1991, su 
“Anexo V”, adoptado en Bonn, el 17 de octubre de 
1991, y su “Anexo VI”, adoptado en Estocolmo, 
el 17 de junio de 2005, que por el artículo 1° de 
esta ley se aprueba, obligará a la República de 
Colombia a partir de la fecha en que se perfeccione 
el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 13 de 2017
En Sesión Plenaria del día 12 de diciembre de 

2017, fue aprobado en segundo debate el texto 

número 219 de 2016 Cámara, 49 de 2016 Senado, 
por medio de la cual se aprueba el “Protocolo 
al Tratado Antártico sobre Protección del Medio 
Ambiente, su Apéndice y sus Anexos I, II, III y 
IV”, hecho en Madrid el 4 de octubre de 1991, su 
“Anexo V”, adoptado en Bonn, el 17 de octubre de 
1991, y su “Anexo VI”, adoptado en Estocolmo, 

el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª 
de 1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de Sesión 
Plenaria número 272 de diciembre 12 de 2017, 
previo su anuncio en la Sesión del día 6 diciembre 
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de los corrientes, correspondiente al Acta número 
271.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 221 DE 2017 CÁMARA, 34 DE 
2016 SENADO

por medio de la cual se establece un marco general 
para la libranza o descuento directo y se dictan otras 

disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 1° de la Ley 1527 de 
2012.

Artículo 1. Objeto de la libranza o descuento 
directo. El objeto de la libranza es posibilitar la 

o bienes y servicios de cualquier naturaleza, 
acreditados con el salario, los pagos u honorarios 
o la pensión, siempre que medie autorización 
expresa de descuento dada al empleador o entidad 
pagadora, quien en virtud de la suscripción de 
la libranza o descuento directo otorgada por el 
asalariado, contratista o pensionado, estará 
obligada a girar los recursos directamente a la 
entidad operadora.

Parágrafo. La posibilidad de adquirir 

servicios de cualquier naturaleza a través de 
libranza no constituye necesariamente, a cargo 
del operador la obligación de otorgarlos, sino que 
estarán sujetos a la capacidad de endeudamiento 
del solicitante y a las políticas comerciales del 
operador.

Artículo 2°. El literal c) del artículo 2° de la 
Ley 1527 de 2012, quedará así:

c) Entidad operadora. Es la persona jurídica o 
patrimonio autónomo conformado en desarrollo 

operaciones de créditos que se recaudan a través 
del mecanismo de libranza, por estar autorizada 
legalmente para el manejo del ahorro del público 
o para el manejo de los aportes o ahorros de 
sus asociados. También podrán ser operadoras 
aquellas personas jurídicas que sin contar con la 
mencionada autorización de manejo realizan tales 
operaciones disponiendo de sus propios recursos 

autorizados por la ley. En estos casos deberá 
estar organizada como entidad vigilada por 
la Superintendencia Financiera de Colombia 
habilitada para otorgar créditos, o ser Instituto 

Compensación Familiar, una sociedad comercial, 
una asociación mutual o cooperativa. 

También podrán actuar como operadores 
de libranza las asociaciones de pensionados 
o de personal con asignación de retiro de la 
Fuerza Pública que cumplan los requisitos del 
Capítulo Segundo del Título Primero de la Ley 

exclusivamente ser operadores de libranza para 
los servicios, bienes y productos que presten de 
forma directa.

Las Instituciones Educativas que le presten 
servicios a familias de miembros de la fuerza 
pública están autorizadas para recibir a través de 
descuento directo o libranza, únicamente el pago 
de los emolumentos causados por los servicios 
educativos prestados, siempre que exista solicitud 
por parte del padre de familia titular del salario, 
honorarios o pensión de la cual se vaya a realizar 
el descuento y que medie autorización expresa de 
descuento dada al empleador o entidad pagadora, 
quien en virtud de la suscripción de la libranza 
o descuento directo otorgada por el asalariado, 
contratista o pensionado, estará obligado a girar 
los recursos directamente a la entidad operadora. 
La institución educativa no estará obligada 
a inscribirse en el Runeol. Quedan excluidas 
para las instituciones educativas las demás 

a que hace alusión la presente ley.
Toda entidad operadora deberá indicar en su 

objeto social la realización de operaciones de 
libranza, el origen lícito de sus recursos y cumplir 
con las demás exigencias legales vigentes para 
ejercer la actividad comercial.

Parágrafo 4º. Los fondos de empleados se 

Decreto-ley 1481 de 1989. 
Artículo 3°. Departamento de riesgo 

. Todas las operadoras de libranza 
sin excepción, registradas y vigiladas, deberán 

al interior de su organización, por medio del 
cual adelantarán los correspondientes análisis de 
viabilidad, sostenibilidad, operatividad y demás 

que prevenga la participación, uso y manipulación 
indebida de negocios promovidos bajo el objeto 
de libranza.

Artículo 4°. El artículo 10 de la Ley 1527 de 
2012, quedará así:

 
Para efectos de la presente ley, la entidad 
operadora, de acuerdo con su naturaleza, será 
objeto de inspección, vigilancia y control por 
parte de la Superintendencia Financiera de 
Colombia, la Superintendencia de Economía 
Solidaria, la Superintendencia de Sociedades o 
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la Superintendencia del Subsidio Familiar, según 
sea el caso.

Con excepción de las entidades operadoras 
de libranza vigiladas por la Superintendencia 
Financiera de Colombia, la Superintendencia de 
Industria y Comercio será la entidad encargada 
de velar por la protección al consumidor en las 
operaciones de crédito otorgadas por entidades 
operadoras de libranza y en los contratos de 
adquisición de bienes o prestación de servicios 

de forma directa, siempre que dicha vigilancia 
no haya sido atribuida a otra autoridad 
administrativa.

Artículo 5°. Se adiciona el siguiente artículo a 
la Ley 1527 de 2012:

Artículo 15. Sumas que se reputan intereses 
en créditos de libranza. Para todos los efectos 
legales se reputarán intereses las sumas que la 
entidad operadora reciba del deudor de un crédito 
de libranza sin contraprestación distinta al crédito 

por concepto de honorarios, comisiones u otros 
semejantes. Así mismo, se incluirán dentro de 
los intereses las sumas que el deudor pague por 
concepto de servicios vinculados directamente 
con el crédito en exceso de las sumas que señale 
el reglamento.

Artículo 6°. Se adiciona el siguiente artículo a 
la Ley 1527 de 2012:

Artículo 16. Venta de cartera. La entidad 
operadora de libranza no vigilada por la 
Superintendencia Financiera de Colombia que 
pretenda enajenar, total o parcialmente, derechos 
patrimoniales de contenido crediticio derivados 
de operaciones de libranza, a favor de personas 
o entidades no sujetas a la vigilancia de la 
mencionada superintendencia, solo podrá hacerlo 
a favor de:

1. Patrimonios autónomos administrados por 
Sociedades Fiduciarias sujetas a la supervisión 
de la Superintendencia Financiera de Colombia.

2. Fondos de Inversión Colectiva.
En cualquiera de los eventos anteriormente 

descritos, la enajenación podrá realizarse en 
desarrollo de un proceso de titularización.

El patrimonio autónomo o fondo de inversión 
colectiva deberá efectuar la operación de 
adquisición, recibir los recursos de los descuentos 
de parte de los empleadores o entidades pagadoras 
y, en general, administrar la cartera.

Parágrafo. Modifícase el numeral 3 del artículo 
25 de la Ley 1819 de 2016, la cual quedará así: 

Ingresos que no se consideran de fuente 
nacional. No generan renta de fuente dentro 
del país: Los siguientes créditos obtenidos en 
el exterior, los cuales tampoco se encuentran 
poseídos en Colombia; los créditos a corto plazo 
originados en la importación de mercancías y en 
sobregiros o descubiertos bancarios; los créditos 

de exportaciones; los créditos, que obtengan 

Findeter, las sociedades mercantiles sometidas a 
la vigilancia de la Superintendencia de Sociedades 
bajo un régimen de regulación prudencial, cuyo 
objeto exclusivo sea la originación de créditos y 
cuyo endeudamiento sea destinado al desarrollo 
de su objeto social y los bancos constituidos 
conforme a las leyes colombianas vigentes.

Artículo 7°. Se adiciona el siguiente artículo a 
la Ley 1527 de 2012:

los compradores de cartera. Sin perjuicio de 
las medidas que se hayan previsto en otras 
disposiciones, la persona que le compre derechos 
patrimoniales de contenido crediticio derivados 
de operaciones de libranza a entidades no 
vigiladas por la Superintendencia Financiera 
de Colombia, Superintendencia de Economía 
Solidaria (Cooperativas de Ahorro y Crédito, 
multiactivas con sección de ahorro y crédito y 
asociaciones mutuales), tendrá las siguientes 
medidas de protección:

1. El derecho a que el contrato de 
compraventa conste en un documento en el que se 

de cuya existencia y estado se le deben entregar 
los respectivos soportes.

2.  El derecho a que se le informe de manera 
detallada y completa sobre los riesgos de la 
operación de compraventa de cartera y sobre la 
situación de la cartera comprada.

3.  El derecho a que se le revele la situación 

4.  El derecho a que el vendedor implemente 
mecanismos de gestión de los riesgos de la cartera 
y de su administración.

Parágrafo primero. El Gobierno nacional, 
dentro de los seis meses siguientes a la vigencia 
de esta ley, reglamentará el alcance de los 
mencionados mecanismos de protección.

Parágrafo segundo. Tampoco aplicarán las 
exigencias contenidas en los artículos 16, 17, 18 y 
19 de la presente ley a las operaciones realizadas 
por cooperativas de ahorro y crédito, multiactivas 
e integrales con sección de ahorro y crédito, 
vigiladas por la Superintendencia de la Economía 
Solidaria.

Artículo 8°. Se adiciona el siguiente artículo a 
la Ley 1527 de 2012:

 
Adiciónese como nueva función del Registro 
Único Nacional de Operadores de Libranza de 
que trata el artículo 14 de la Ley 1527 de 2012, la 
siguiente función:

“El Registro Único Nacional de Operadores 
de Libranza contendrá la información de las 
operaciones de compra, venta y gravámenes 
que se hayan efectuado respecto de los derechos 
patrimoniales de contenido crediticio derivados de 
operaciones de libranza, realizados por entidades 
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no vigiladas por la Superintendencia Financiera 
de Colombia, conforme al cumplimiento de los 
requisitos legales.

El Gobierno nacional reglamentará el 
funcionamiento de esta nueva actividad, así como 
interoperabilidad con el Registro de Garantías 
Mobiliarias, en relación con los gravámenes 
constituidos sobre los derechos patrimoniales de 
contenido crediticio derivados de la operación de 
libranza.

Artículo 9°. Se adiciona el siguiente artículo a 
la Ley 1527 de 2012:

 Deberán con el propósito de poner en 
conocimiento del público, todas las operaciones 
de compra, venta y gravámenes que se efectúen 
respecto de los derechos patrimoniales de 
contenido crediticio derivados de operaciones de 
libranza, realizadas por entidades no vigiladas 
por la Superintendencia Financiera de Colombia, 
deberán inscribirse en el Runeol. Tal inscripción 
no afectará la creación, circulación y/o cobro 
de los títulos valores, conforme a las normas 
vigentes.

Cuando los derechos patrimoniales de 
contenido crediticio derivados de operaciones 
de libranza estén incorporados en títulos valores 
custodiados y/o administrados por Depósitos 
Centralizados de Valores, serán exceptuados de 
la obligación descrita en el inciso anterior.

Artículo 10. Artículo 9º. Modifíquese el 
artículo 1° del Decreto número 4334 de 2008, el 
cual quedará así:

Artículo 1°  Declarar la 
intervención del Gobierno nacional, por conducto 

o a solicitud de la Superintendencia Financiera, 
en los negocios, operaciones y patrimonio de las 
personas naturales o jurídicas que desarrollan o 

autorización estatal, conforme a la ley, para 
lo cual se le otorgan a dicha Superintendencia 
amplias facultades para ordenar la toma de 
posesión de los bienes, haberes y negocios de 
dichas personas, con el objeto de restablecer y 
preservar el interés público amenazado. Asimismo, 
procederá la intervención del Gobierno nacional 
en los términos anteriormente expuestos, cuando 
dichas personas realicen operaciones de venta de 
derechos patrimoniales de contenido crediticio 
derivados de operaciones de libranza sin el 
cumplimiento de los requisitos legales”.

Artículo 11. Modifíquese el artículo 2° del 
Decreto número 4334 de 2008, el cual quedará 
así:

Artículo 2°. Objeto. La intervención es el 
conjunto de medidas administrativas tendientes, 
entre otras, a suspender de manera inmediata las 
operaciones o negocios de personas naturales o 
jurídicas que:

a)  A través de captaciones o recaudos no 
autorizados, tales como pirámides, tarjetas 
prepago, venta de servicios y otras operaciones 

y negociaciones masivas, generan abuso del 
derecho y fraude a la ley al ejercer la actividad 

b)  Realicen operaciones de venta de derechos 
patrimoniales de contenido crediticio derivados 
de operaciones de libranza sin el cumplimiento de 
los requisitos legales.

Como consecuencia de alguna de las anteriores 
circunstancias, se dispone la organización de un 
procedimiento cautelar que permita la pronta 
devolución de recursos obtenidos en desarrollo 
de tales actividades.

Artículo 12. Modifíquese el artículo 6° del 
Decreto número 4334 de 2008, el cual quedará 
así:

Artículo 6°. Supuestos. La intervención se 
llevará a cabo cuando existan hechos objetivos o 
notorios que a juicio de la Superintendencia de 
Sociedades, indiquen la entrega masiva de dineros 
a personas naturales o jurídicas, directamente o a 
través de intermediarios, mediante la modalidad 
de operaciones no autorizadas tales como 
pirámides, tarjetas prepago, venta de servicios 
y otras operaciones semejantes a cambio de 
bienes, servicios o rendimientos sin explicación 

Asimismo, procederá la intervención del 
Gobierno nacional en los términos anteriormente 
expuestos, cuando existan hechos objetivos o 
notorios que a juicio de la Superintendencia de 
Sociedades indiquen la realización de operaciones 
de venta de derechos patrimoniales de contenido 
crediticio derivados de operaciones de libranza 
sin el cumplimiento de los requisitos legales.

Artículo 13. Se adiciona el siguiente artículo a 
la Ley 1527 de 2012:

Artículo 20. Normatividad títulos valores. 
Las disposiciones de la presente ley, en especial 
aquellas establecidas en los artículos 8° y 9°, 
no afectarán de forma alguna la normatividad 
vigente relativa a los títulos valores. 

Artículo nuevo. Se adiciona el siguiente 
artículo a la Ley 1527 de 2012:

Artículo 20. Las Cooperativas de Ahorro y 
Crédito o Multiactivas de Ahorro y Crédito, las 
Asociaciones Mutuales y los Fondos de Empleados 
que son regulados por su normatividad especial y 
vigiladas por la Superintendencia de la Economía 
Solidaria, pueden ordenar retenciones hasta de un 
cincuenta por ciento (50%) del salario o pensión, 
incluido los descuentos de ley. Los descuentos de 
los operadores de libranza no pueden superar el 
50% del neto de salario o pensión. 

Artículo 14. Se adiciona el siguiente artículo a 
la Ley 1527 de 2012:

 
Las disposiciones contenidas en los artículos 
5° y 7° de la presente ley entrarán a regir seis 
meses después de su promulgación. Las personas 
naturales o jurídicas que a la fecha de entrada 
en vigencia de la presente ley estén llevando a 
cabo operaciones de enajenación de derechos 
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patrimoniales de contenido crediticio derivados 
de operaciones de libranza en términos contrarios 
a los establecidos en el artículo 5°, deberán tomar 
las medidas necesarias para dar cumplimiento 
a dichas disposiciones antes de su entrada en 
vigencia. En caso contrario deberán acordar con 
la Superintendencia de Sociedades un plan de 
desmonte progresivo de sus actividades.

Las demás disposiciones de la presente ley 
rigen a partir de la fecha de su promulgación 
y derogan todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 13 de 2017
En Sesión Plenaria del día 12 de diciembre de 

2017, fue aprobado en segundo debate el texto 

número 221 de 2017 Cámara, 34 de 2016 Senado, 
por medio de la cual se establece un marco 
general para la libranza o descuento directo y 
se dictan otras disposiciones. 
que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª 
de 1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de Sesión 
Plenaria número 272 de diciembre 12 de 2017, 
previo su anuncio en la Sesión del día 6 diciembre 
de los corrientes, correspondiente al Acta número 
271.
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